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CONSEJO DE ESTADO
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN  CUARTA

Consejero ponente: HUGO FERNANDO BASTIDAS BÁRCENAS
Bogotá, D.C., Veintinueve (29) de octubre de dos mil nueve (2009).

Radicación: 25000-23-27-000-2005-01079-01(16449)

No Interno:


Demandante:
SOLETANCHE BACHY FRANCE SUCURSAL COLOMBIA

Demandado:
SECRETARÍA DE HACIENDA-DIRECCIÓN DISTRITAL DE IMPUESTOS

F A L L O

La Sala decide el recurso de apelación interpuesto por la demandante contra la sentencia del 29 de noviembre de 2006, proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Cuarta, Subsección “A”, que negó la nulidad de los actos administrativos que modificaron la declaración del impuesto de industria y comercio de los bimestres 1, 2, 4, 5 y 6 del año 2002 de la demandante e impusieron sanción por inexactitud.

ANTECEDENTES PROCESALES

La demanda

La sociedad SOLETANCHE BACHY FRANCE SUCURSAL COLOMBIA, formuló las siguientes pretensiones: 

“(…) SE DECLARE LA NULIDAD DE LA liquidación oficial de Revisión No. LR-IPC 11-2442 de fecha 7 de diciembre de 2004, proferida por el Grupo de Liquidación de la Subdirección de Impuestos a la Producción y al Consumo de la Dirección Distrital de Impuestos de Bogotá-Secretaría de Hacienda de Bogotá D.C., y de la Resolución No. EE 141219 del 24 de mayo de 2005, de la Subdirección Jurídico Tributaria de la Dirección Distrital de Impuestos de Bogotá, Grupo de Recursos Tributarios – Secretaría de Hacienda; y se reconozca la firmeza de las declaraciones privadas del impuesto de industria y comercio correspondiente a los períodos1, 2, 4, 5 y 6 del año 2002 presentadas por Soletanche Bachy France Sucursal Colombia, (…).”
Invocó como normas violadas las siguientes:

· Artículos 4, 6, 29, 83, 95 y 228 de la Constitución Política;

· Artículo 271 de la Ley 223 de 1995;

· Circular 11 de 1996 de la DIAN;

· Artículo 12 de la Ley 43 de 1990;

· Artículos 683, 742, 730, 333, 335 y 647 del Estatuto Tributario;

· Artículos 32 y 42 del Decreto 352 de 2002 y,

· Artículos 28 y 38 del Decreto 400 de 1999. 

Como concepto de violación afirmó que la Liquidación Oficial de Revisión adolece de falsa motivación, porque concluyó que los ingresos por diferencia en cambio hacen parte de la base gravable del impuesto de industria y comercio, sin tener en cuenta que éstos son ajustes por inflación que se realizan por la devaluación del peso frente a las divisas.

Precisó que lo anterior ha sido reafirmado por el Consejo de Estado en la sentencia del 30 de noviembre de 2004, en la que concluyó: “(…) no es posible aplicar el artículo 32-1 del Estatuto Tributario para tomar como ingreso el ajuste por diferencia en cambio de los activos poseídos en moneda extranjera y, simultáneamente, en aplicación del artículo 335 ib., llevar el mismo ajuste como un mayor valor del activo.”

Luego de transcribir apartes de sentencias del Consejo de Estado
, así como doctrina, consideró que no es entendible cómo la Administración dio un alcance diferente a las normas tributarias regulatorias del tema, cuando el Consejo de Estado y tratadistas tributarios han coincidido en que el ajuste por diferencia en cambio de los activos poseídos en moneda extranjera, no hace parte de la base gravable del ICA.

Adujo que la Administración vulneró el artículo 29 de la Constitución Política, al no analizar ni controvertir las pruebas contables aportadas con la respuesta al requerimiento especial de información. 

Afirmó que la funcionaria comisionada para practicar la verificación de la información contable de la empresa, suscribió el acta de libros de contabilidad y demás actas de la visita sin indicar su calidad de contadora pública titulada, tal como lo exige la Ley 223 de 1995. Por tanto, al no acreditar la calidad de Contadora Pública, la inspección contable realizada adolece de nulidad y, que precisamente por esa razón la funcionaria no entendió los soportes contables presentados para verificar la exactitud de las declaraciones objeto de investigación.

Contestación de la demanda

La Secretaría de Hacienda contestó la demanda y se opuso a las pretensiones de la parte actora.

Precisó que la base gravable del impuesto de industria y comercio se conforma con la totalidad de los ingresos ordinarios y extraordinarios y con los rendimientos financieros percibidos por el contribuyente, en el ejercicio de una actividad gravada en la jurisdicción de Bogotá, D.C., menos las deducciones de ley.

A partir del Concepto 801 del 7 de septiembre de 1999, concluyó que si el contribuyente se dedica exclusivamente al ejercicio de una actividad gravada con el ICA, los ingresos financieros obtenidos por el desarrollo de dicha actividad no están gravados con el impuesto. Por el contrario, indicó que si el contribuyente ejerce la actividad de invertir permanentemente en la jurisdicción del Distrito Capital, debe tributar sobre los ingresos financieros o dividendos obtenidos por la realización de dicha actividad. 

Afirmó que el ajuste por diferencia en cambio debe entenderse como la oscilación a que se somete una moneda frente a otra divisa, bien sea por la devaluación o revaluación. Señaló tres casos en los que se presenta la diferencia en cambio:

“a) Compra y venta de mercancías o servicios cuyo precio está denominado en una moneda extranjera;

b) Préstamo en contra o concesión de préstamos cuando las cantidades por obrar o pagar están denominadas en una moneda extranjera;

c) El contribuyente de algún modo adquiere o dispone de activos o incurre o liquida pasivos, denominados en una moneda extranjera.”

Resaltó que por el hecho de que los ajustes de activos expresados en moneda extranjera, estén señalados en el Título V del E.T. (artículo 355), correspondiente a “Ajuste Integral por Inflación a partir del Año Gravable 1992”, no significa que deban ser considerados como un ajuste integral por inflación, toda vez que este último surge de la necesidad de ajustar todos los activos no monetarios por efecto del demérito del valor adquisitivo de la moneda. Por lo tanto, al ser la diferencia en cambio un activo monetario, no está sujeto a ajustes por inflación, como si ocurre con los activos no monetarios. 

Indicó que los ajustes de activos representados en moneda extranjera no están sujetos a la inflación, es decir, a la pérdida del valor adquisitivo del peso, sino a una diferencia cambiaria originada en una variación en las tasas de cambio (devaluación o revaluación del peso). 

Adujo que la Administración en ningún momento dejó de valorar las pruebas allegadas por la demandante durante el proceso de fiscalización y determinación adelantado. Todo lo contrario, analizó detenidamente las pruebas aportadas y con base en ellas profirió los actos demandados. 

Resaltó que la sociedad demandante envió los listados del programa SAPF100 con el respectivo movimiento contable certificados por Contador Público, pero sin ninguna explicación adicional. 

Precisó que en la comunicación con la que la demandante remitió la información, afirmó: “ …el sistema contable al iniciar un mes nuevo, anula el ajuste por diferencia en cambio del mes anterior, y procede a efectuar uno nuevo, razón por la cual no ha podido establecer los ingresos en que hubo realización por este concepto. Así mismo informa sobre el origen de la diferencia en cambio, pero no aporta ningún documento. En consecuencia, la Administración tomó los valores registrados en la contabilidad, certificados por el Revisor Fiscal, porque no se pudieron establecer exactamente los valores correspondientes a la diferencia en cambio. 

Por último, afirmó que si bien le asiste razón a la demandante en cuanto a que los conceptos de la Subdirección Jurídica no son obligatorios para los particulares, también es cierto que en éstos se hace constar la interpretación de normas tributarias y se imparten los lineamientos aplicables en el Distrito Capital, los cuales son de obligatorio acatamiento por parte de los funcionarios de la entidad. 

LA SENTENCIA APELADA

El Tribunal Administrativo de Cundinamarca, en sentencia del 29 de noviembre del 2006, decidió no acceder a las pretensiones de la demandante por las siguientes razones.

Afirmó que si bien el artículo 335 del E.T.
 se encuentra dentro del marco regulatorio del sistema integral de ajustes por inflación y las normas tributarias distritales excluyen dichos ajustes de la base gravable del ICA, eso no significa que la diferencia en cambio sea considerada un ajuste por inflación. 

Explicó que la diferencia en cambio debe entenderse como la oscilación de una moneda frente a otra divisa, bien sea por devaluación o revaluación. 

Precisó que el sistema integral de ajustes de inflación se creó por la necesidad de ajustar el valor de los activos no monetarios, con el fin de mantener actualizado su valor respecto del fenómeno de la inflación. 

Advirtió que los activos representados en moneda extranjera están sometidos a un diferencial cambiario como consecuencia de las variaciones de las tasas de cambio de la moneda internacional.

Para el caso, concluyó que los activos representados en moneda extranjera se sometieron a un ajuste producto de la diferencia en cambio y no a un ajuste por inflación. Por consiguiente, el valor resultante de la diferencia en cambio de partidas monetarias a tasas diferentes de aquellas a las que fueron registradas inicialmente durante el periodo, debieron ser reconocidas como ingreso o como gasto, razón por la que no se encontraban excluidas de la base gravable del ICA. 

A partir de las pruebas contables obrantes dentro del expediente, advirtió que las inversiones en activos presentadas en moneda extranjera, así como las operaciones realizadas en desarrollo del objeto social de la demandante, se consideran como actividades mercantiles al tenor de lo dispuesto en los artículos 34 del Decreto 352 de 2002 y 20 del Código de Comercio y, como tal, los ingresos percibidos por ellas se encuentran gravados con el impuesto de industria y comercio. 

En relación con la sanción por inexactitud, consideró el  a quo que no se evidenció diferencia de criterios entre las partes sobre el derecho aplicable al caso y, por tanto, se configuró una conducta sancionable con inexactitud. Además, advirtió que el contribuyente excluyó en sus declaraciones ingresos gravados con el ICA.

APELACIÓN

La demandante interpuso recurso de apelación en contra de la sentencia proferida en primera instancia.

Afirmó que el Tribunal interpretó erradamente los artículos 330 y 335 del E.T., al considerar que la diferencia en cambio no es un ajuste por inflación y que hace parte de la base gravable del ICA. 

Dijo que la interpretación del Tribunal es inequitativa ya que, el efecto de la diferencia en cambio, como ajuste por inflación, es neto. El beneficio o sacrificio económico, por razón de la diferencia en cambio, surge del saldo resultante de comparar los ingresos por diferencia en cambio con los gastos por diferencia en cambio. 

Añadió que el Tribunal omitió pronunciarse sobre la falsa motivación del requerimiento especial.

En cuanto a la sanción por inexactitud, consideró que el a quo no se pronunció frente a la argumentación jurídica relacionada con la diferencia de criterios de las partes sobre el tema.

En lo demás reiteró los argumentos de la demanda. 

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN

La demandante reiteró los argumentos del recurso de apelación.

La demandada reiteró los argumentos de la contestación de la demanda.

El Ministerio solicitó confirmar la sentencia de primera instancia.

Consideró que los ajustes realizados por la demandante obedecieron a una diferencia cambiaria y, por tal razón, no podían considerarse como ajustes por inflación excluidos de la base gravable del impuesto de industria y comercio.

Precisó que los activos representados en moneda extranjera no se encuentran directamente afectados al proceso de inflación interno, sino que, por el contrario, están sometidos a una diferencia cambiaria como consecuencia de las variaciones de las tasas de cambio de la moneda nacional. 

A partir de las pruebas obrantes dentro del proceso, afirmó que la demandante obtuvo ingresos producto de inversiones en activos en moneda extranjera y de operaciones comerciales en desarrollo de su objeto social, susceptibles de ser gravados con el impuesto.

En cuanto a la sanción por inexactitud, concluyó que si es procedente al no existir una diferencia de criterios entre las partes, sino que, por el contrario, se observa que la demandante desconoció el derecho aplicable a su caso. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA

De acuerdo con el recurso de apelación interpuesto por la parte actora, corresponde a la Sala establecer si son nulos los actos administrativos demandados. 

Concretamente, la controversia se centra en establecer si es procedente que la Administración de Impuestos incluya dentro de la base gravable del impuesto de industria y comercio de los bimestres 1,2, 4, 5 y 6 del año 2002, los ajustes por diferencia en cambio registrados en la contabilidad de la empresa demandante. 

Hecho Generador del Impuesto de industria y comercio

El impuesto de industria, comercio, avisos y tableros, es un impuesto del orden municipal que grava el ejercicio o la realización de cualquier actividad industrial, comercial o de servicios en la jurisdicción de Bogotá, D.C.

Las actividades objeto de este gravamen deben ser realizadas de manera directa o indirecta por personas naturales, jurídicas o sociedades de hecho, de forma permanente u ocasional, en inmueble determinado y con o sin establecimiento de comercio.

Los artículos 33 a 35 del Decreto Distrital 352 de 2002 señalan lo que se debe entender por actividad comercial, actividad industrial y actividad de servicios. Por actividad comercial, dice la norma, debe entenderse aquella actividad destinada al expendio, compraventa o distribución de bienes y mercancías, tanto al por mayor como al por menor, y aquellas actividades definidas como tales por el Código de Comercio, siempre y cuando no estén consideradas por la ley como actividades industriales o de servicios
; 

La actividad industrial, implica actividades como la producción, extracción, fabricación, manufactura, confección, preparación, reparación, ensamblaje de cualquier clase de materiales y bienes y, en general, cualquier proceso de transformación por elemental que sea.

Por último, la actividad de servicios comprende todas aquellas tareas, labores o trabajos efectuados por personas naturales o jurídicas o por sociedades de hecho, sin mediar relación laboral con quien lo contrata, generadoras de una contraprestación en dinero o en especie y que se concretan en una obligación de hacer, sin importar el predominio del factor material o intelectual. 

El artículo 42 del Decreto Distrital 352 del 2002 señala que la base gravable del Impuesto de Industria y Comercio se encuentra constituida por todos los ingresos netos del contribuyente obtenidos durante el período a gravar, incluidos los que se obtienen por rendimientos financieros, comisiones y, en general, todos los que no estén expresamente excluidos.

Ajustes integrales por inflación 

Los ajustes integrales por inflación, según el artículo 330 del Estatuto Tributario y el parágrafo 1º del artículo 38 del Decreto Distrital 400 de 1999
, no se tienen en cuenta para la liquidación de la base gravable del impuesto de industria y comercio. 

La figura de los ajustes integrales por inflación desarrollada en el Título V del Estatuto Tributario Nacional, hoy en día derogado por la Ley 1111 del 2006, consiste en aquel mecanismo legal, a través del cual se reconocen los efectos de la inflación en los estados financieros de los contribuyentes del impuesto de renta. Básicamente, fue creado por la necesidad de ajustar el valor de los activos no monetarios, con el fin de mantener actualizado su valor, respecto del fenómeno de la inflación
. 


De otra parte, tratándose del ajuste de activos no monetarios expresados en moneda extranjera, en UPAC o con pacto de reajuste, los artículos 335 y 336 del E.T. disponen:

“ART. 335.- Ajuste de activos expresados en moneda extranjera en UPAC (hoy UVR) o con pacto de reajuste. Las divisas, créditos a favor, títulos, derechos, depósitos y demás activos expresados en moneda extranjera, o poseídos en el exterior, el último día del año, se deben reexpresar a la tasa de cambio en pesos para la respectiva moneda a tal fecha. La diferencia entre el activo así reexpresado y su valor en libros, representa el ajuste que se debe registrar como un mayor o menor valor del activo. 

(…).”

“ART. 336.- Ajuste de los demás activos no monetarios. En general, deben ajustarse de acuerdo con el PAAG, todos los demás activos no monetarios que no tengan un procedimiento de ajuste especial, entendidos por tales aquellos bienes o derechos que adquieren un mayor valor nominal por efecto del demérito del valor adquisitivo de la moneda.”

De acuerdo con los anteriores artículos, se extrae que existen cuatro formas para efectuar los ajustes de los activos no monetarios: 

1. Si el activo no monetario está expresado en moneda extranjera, la forma de reconocer el efecto inflacionario se logra a través de la reexpresión de ese monto a su valor en pesos colombianos, utilizando la tasa de cambio vigente en la fecha de cierre.

2. Si el activo o pasivo no monetario está pactado o expresado en términos de UVR, el efecto inflacionario se reconoce a través de la reexpresión de ese monto en UVRs a su valor en pesos colombianos, utilizando el valor de cotización de la unidad UVR en la fecha de cierre. 

3. Si el activo o pasivo no monetario está expresado en un término especial o “pacto de reajuste”, el efecto inflacionario se reconoce a través de la actualización de ese término de referencia especial utilizado para pactarlo.

4. Por último, si el activo o pasivo no monetario no está expresado en moneda extranjera, ni tampoco está pactado en términos de UVR, el efecto inflacionario se reconoce a través de la aplicación del PAAG (Porcentaje de Ajuste Año Gravable, el cual es publicado en forma mensual, y luego anual, por el DANE) 

Ajuste por diferencia en cambio

La diferencia en cambio es una especie de ajuste que implica la oscilación a que se encuentra sometida una moneda frente a otra divisa, bien sea por devaluación o revaluación.

El artículo 102 del Decreto 2649 de 1993, al señalar cómo debe registrarse en la contabilidad ésta diferencia, dispone lo siguiente: 

<< La diferencia en cambio correspondiente al ajuste de los activos y pasivos representados en moneda extranjera, se debe reconocer como un ingreso o un gasto financiero según corresponda, salvo cuando se deba contabilizar en el activo. >>

Los ajustes representados en moneda extranjera no están propiamente sujetos a la inflación, es decir, a la pérdida del valor adquisitivo del peso, sino a una diferencia cambiaria como consecuencia de la variación de las tasas de cambio de la moneda nacional. 

De acuerdo con el artículo 335 del E.T. ibídem , el ajuste por diferencia en cambio es una forma de reconocer el efecto inflacionario a través de la reexpresión del activo no monetario, representado en moneda extranjera, a su valor en pesos colombianos, utilizando la tasa de cambio vigente en la fecha de cierre. Dicho ajuste comporta un mayor o menor valor del activo, que en ningún momento genera un ingreso por el ejercicio de actividades comerciales, industriales o de servicios, sino por el fenómeno económico de oscilación de la moneda. 

Recientemente la Sala reiteró el criterio que ha adoptado en casos similares frente a la interpretación del artículo 335 del Estatuto Tributario. En las sentencias del 26 de marzo de 2009, expedientes 16584 y 16782
, precisó que la intención del Legislador al incorporar el artículo 335 ibídem dentro del capítulo de los ajustes por inflación de los activos en el Estatuto Tributario Nacional, era la de otorgar al ajuste por diferencia en cambio, la misma connotación de los ajustes integrales por inflación.
 

Por lo tanto, si los ajustes por diferencia en cambio se asimilan a los efectos del sistema de ajustes integrales por inflación consagrado en el Estatuto Tributario Nacional, las partidas reflejadas en el estado de resultados como un ingreso, provenientes de la aplicación de dicho sistema, no pueden estar gravadas con el impuesto de industria y comercio, como es el caso de las resultantes del ingreso por diferencia en cambio. 

Hechas las anteriores precisiones, se procede a analizar el caso concreto. Para el efecto, la Sala destaca los siguientes hechos probados:

- El certificado de existencia y representación social de la empresa SOLETANCHE BACHY FRANCE SUCURSAL COLOMBIA, señala que su objeto social principal es el siguiente:

“OBJETO SOCIAL: EL OBJETO DE LA SUCURSAL SERA (sic) DESARROLLAR DENTRO DE LA REPUBLICA (sic) DE COLOMBIA LAS ACTIVIDADES REELACIONADAS CON: EL DESARROLLO DE LA INDUSTRIA DE LA CONSTRUCCION (sic) EN CUALQUIER (sic) DE SUS FORMAS, FUNDACIONES Y GEOTECNICA (sic) Y TODA OBRA EN LA CUAL LOS TRABAJOS LIGADOS AL SUELO, FUNDACIONES Y GEOTECNICA NECESITEN UNA PARTE DEL CONJUNTO. EN DESARROLLO DE SU OBJETO PODRA (sic) REALIZAR CUALQUIER ACTO O CONTRATO QUE TENGA RELACIÓN (sic) CON SUS ACTIVIDADES PRINCIPALES.”

- La sociedad Soletanche Bachy France Sucursal Colombia presentó las siguientes declaraciones del impuesto de industria y comercio
:

	PERÍODO
	ADHESIVO
	SALDO A PAGAR

	1 BIM./2002
	0108403000209-3
	8’403.000

	2 BIM./2002
	0108404000892-8
	991.000

	4 BIM./2008
	12017010024020
	5’942.000

	5 BIM./2002
	12017010026106
	4’370.000

	6 BIM./2002
	12017010000691
	8’633.000


- De acuerdo con la certificación expedida por el Contador del Consorcio SBCC, del cual la empresa demandante tenía un porcentaje de participación de las utilidades del 50%, la diferencia en cambio contabilizada durante el año 2002 se hizo a las tasas de cambio informadas por el Banco de la República, originada en las partidas de anticipos recibidos de clientes, obligaciones con proveedores del exterior y cuentas corrientes en inversiones en el exterior.

- Previo requerimiento especial, la Subdirección de Impuestos a la Producción y al Consumo modificó las declaraciones privadas a través de la Liquidación Oficial de Revisión No. LR-IPC 11-2442 del 7 de diciembre del 2004. En dicho acto adicionó ingresos por diferencia en cambio obtenidos por la empresa demandante así: 

	PERÍODO
	INGRESOS ORDINARIOS Y EXTRAORDINARIOS DECLARADOS
	INGRESOS FIJADOS EN LA LIQUIDACIÓN OFICIAL
	DIFERENCIA DE INGRESOS POR DIFERENCIA EN CAMBIO ADICIONADOS 

	1 BIM./2002
	2.755’234.000
	3.558’342.000
	803’108.000

	2 BIM./2002
	172’370.000
	1.063’267.000
	890’897.000

	4 BIM./2008
	886’392.000
	4.024’031.000
	3.137’639.000

	5 BIM./2002
	584’927.000
	3.096’864.000
	2.511’937.000

	6 BIM./2002
	896’663.000
	4.095’282.000
	3.198’619.000


-  En la Liquidación Oficial de Revisión el Distrito concluyó “…que el contribuyente SOLETANCHE BACHY FRANCE SUCURSAL COLOMBIA disminuyó indebidamente la base gravable de los bimestres 1, 2, 4 y 5 del año gravable 2002 debido a que registró partidas negativas en la cuenta contable de ingresos por concepto de diferencia en cambio y durante el 6 bimestre de 2002, a pesar de existir ingreso gravado por diferencia en cambio, esta cifra no fue incluida en la base gravable de la declaración de ICA por dicho periodo.”

En el caso in examine la sociedad Soletanche Bachy France Sucursal Colombia considera que  los valores contables generados en la cuenta de ingresos, por concepto de diferencia en cambio para cada uno de los periodos discutidos, no hacen parte de la base gravable del impuesto de industria y comercio por expresa disposición del artículo 330  del E.T.

Por el contrario, la Secretaría Distrital de Hacienda afirma que la diferencia en cambio originada en la liquidación de partidas monetarias de la empresa a tasas diferentes de aquellas a las que fueron registradas inicialmente durante el periodo, deben ser reconocidas como ingresos o como gastos en el periodo en que se originan, por lo que entrarían a integrar la base gravable del impuesto de industria y comercio.

A  partir de los hechos enunciados y de conformidad con las precisiones conceptuales y jurisprudenciales efectuadas anteriormente,  la Sala observa que, como lo afirma la parte actora, la Administración adicionó equivocadamente a la base gravable del impuesto de industria y comercio de los bimestres 1, 2, 4, 5 y 6 del 2002, los ingresos no operacionales contabilizados en la cuenta 421020 “Diferencia en cambio” y certificados por el Revisor Fiscal de la empresa, producto de los ajustes por diferencia en cambio de las cuentas por cobrar y por pagar a proveedores en el extranjero y de los rendimientos financieros de cuentas en el exterior. 

La Administración no tuvo en cuenta que este tipo de ajustes no provienen directamente del desarrollo de alguna actividad generadora del impuesto, sino que surgieron de un reconocimiento del efecto inflacionario de los activos o pasivos de la empresa representados en moneda extranjera, consecuencia del fenómeno económico de oscilación de la moneda nacional que, por expresa disposición del artículo 330 del E.T. ibídem, no produce efecto alguno en la liquidación del impuesto.

Por consiguiente, al no existir justificación legal alguna para que la Administración, a través de los actos acusados, hubiera adicionado a las declaraciones del impuesto de industria y comercio, los ingresos resultantes de los ajustes por diferencia en cambio registrados contablemente por la actora durante los periodos objeto de discusión, la Sala revocará la sentencia apelada y, en su lugar, declarará la nulidad de los actos acusados, así como declarará la firmeza de las declaraciones del impuesto de industria y comercio presentadas por la actora, correspondientes a los bimestres 1, 2, 4, 5 y 6 del año 2002.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta,  administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

F A L L A

REVÓCASE la sentencia proferida en primera instancia por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca y en su lugar se dispone:


1. ANÚLANSE la Liquidación Oficial de Revisión lr-ipc-11-2442 del 7 de diciembre de 2004 y la Resolución EE-141219 del 24 de mayo de 2005.

2. A título de restablecimiento del derecho, DECLÁRANSE en firme las declaraciones del impuesto de industria y comercio presentadas por la sociedad SOLETANCHE BACHY FRANCE SUCURSAL COLOMBIA, correspondientes a los períodos 1, 2, 4, 5 y 6 del año 2002. 

Cópiese, notifíquese, comuníquese y devuélvase el expediente al Tribunal  de origen. Cúmplase.

Esta providencia se estudió y aprobó en la sesión de la fecha.

MARTHA TERESA BRICEÑO DE VALENCIA

Presidente

HUGO FERNANDO BASTIDAS BÁRCENAS

WILLIAM GIRALDO GIRALDO               
 HÉCTOR J. ROMERO DÍAZ     
Este documento fue creado a partir del original obtenido en el Consejo de Estado. 
� Sentencia del 14 de abril de 1994, CP. Consuelo Sarria Olcos, sentencia del 23 de septiembre de 1994, CP. Jaime Abella Zárate. 


� “Artículo 335. Ajuste de activos expresados en moneda extranjera. Las divisas, créditos a favor, títulos, derechos, depósitos y demás activos expresados en moneda extranjera, o poseídos en el exterior, el último día del año, se deben reexpresar a la tasa de cambio en pesos para la respectiva moneda a tal fecha. La diferencia entre el activo así reexpresado y su valor en libros, representa el ajuste que se debe registrar como un mayor o menor valor del activo. (…)”


� Artículo 32 del Decreto Distrital 352 de 2002, concordante con lo establecido en el artículo 32 de la Ley 14 de 1983, el artículo 1º del Acuerdo 21 de 1983 y el numeral 4º del artículo 154 del Decreto 1421 de 1993.





� De acuerdo con el artículo 20 del Código de Comercio, deben entenderse como actos mercantiles: 





1) La adquisición de bienes a título oneroso con destino a enajenarlos en igual forma, y la enajenación de los mismos; 


2) La adquisición a título oneroso de bienes muebles con destino a arrendarlos; el arrendamiento de los mismos; el arrendamiento de toda clase de bienes para subarrendarlos, y el subarrendamiento de los mismos; 


3) El recibo de dinero en mutuo a interés, con garantía o sin ella, para darlo en préstamo, y los préstamos subsiguientes, así como dar habitualmente dinero en mutuo a interés; 


4) La adquisición o enajenación, a título oneroso, de establecimientos de comercio, y la prenda, arrendamiento, administración y demás operaciones análogas relacionadas con los mismos; 


5) La intervención como asociado en la constitución de sociedades comerciales, los actos de administración de las mismas o la negociación a título oneroso de las partes de interés, cuotas o acciones; 


6) El giro, otorgamiento, aceptación, garantía o negociación de títulos-valores, así como la compra para reventa, permuta, etc., de los mismos; 


7) Las operaciones bancarias, de bolsas, o de martillos; 


8) El corretaje, las agencias de negocios y la representación de firmas nacionales o extranjeras; 


9) La explotación o prestación de servicios de puertos, muelles, puentes, vías y campos de aterrizaje; 


10) Las empresas de seguros y la actividad aseguradora; 


11) Las empresas de transporte de personas o de cosas, a título oneroso, cualesquiera que fueren la vía y el medio utilizados; 


12) Las empresas de fabricación, transformación, manufactura y circulación de bienes; 


13) Las empresas de depósito de mercaderías, provisiones o suministros, espectáculos públicos y expendio de toda clase de bienes; 


14) Las empresas editoriales, litográficas, fotográficas, informativas o de propaganda y las demás destinadas a la prestación de servicios; 


15) Las empresas de obras o construcciones, reparaciones, montajes, instalaciones u ornamentaciones; 


16) Las empresas para el aprovechamiento y explotación mercantil de las fuerzas o recursos de la naturaleza; 


17) Las empresas promotoras de negocios y las de compra, venta, administración, custodia o circulación de toda clase de bienes; 


18) Las empresas de construcción, reparación, compra y venta de vehículos para el transporte por tierra, agua y aire, y sus accesorios, y 


19) Los demás actos y contratos regulados por la ley mercantil. 


 


� Para determinar los ingresos netos, debe restarse la totalidad de los ingresos ordinarios y extraordinarios, los correspondientes a actividades exentas y no sujetas, así como las devoluciones, rebajas y descuentos, exportaciones y la venta de activos fijos.





� “ART. 330. Efectos contables y fiscales del sistema de ajustes integrales. El sistema de ajustes integrales por inflación a que se refiere el presente título produce efectos para determinar el impuesto de renta y complementarios y el patrimonio de los contribuyentes. Este sistema no será tenido en cuenta para la determinación del impuesto de industria y comercio ni de los demás impuestos o contribuciones. (…)”





“ART. 38. - Base gravable. El impuesto de industria y comercio correspondiente a cada bimestre, se liquidará con base en los ingresos netos del contribuyente obtenidos durante el periodo. Para determinarlos se restará de la totalidad de los ingresos ordinarios y extraordinarios, los correspondientes a actividades exentas y no sujetas, así como las devoluciones, rebajas y descuentos, las exportaciones y la venta de activos fijos.





Hacen parte de la base gravable, los ingresos obtenidos por rendimientos financieros, comisiones y en general todos los que no estén expresamente excluidos en este artículo.





Parágrafo primero. Para la determinación del impuesto de industria y comercio no se aplicarán los ajustes integrales por inflación.” (Subraya fuera de texto)








� Las causas de la inflación son muy variadas; de acuerdo con la teoría económica y por vía de ilustración se pueden mencionar las siguientes:





El exceso de la demanda global: Un aumento en la demanda, permaneciendo constantes los otros factores, determina un aumento en el precio.





El déficit fiscal, que puede actuar por medio de su influencia en la demanda agregada y por la necesidad de emitir moneda. 





El aumento en el medio circulante sin corresponder a igual crecimiento en los bienes y servicios, aspecto que comprende naturalmente la política crediticia. 





El manejo de los recursos del exterior, especialmente la forma de tratar el ingreso de divisas y su efecto en la demanda y el medio circulante. 





La política sobre tasa de interés, que afecta la preferencia por la liquidez en forma positiva o negativa según el caso, y en forma diferente por la influencia en los costos de las empresas y el margen de rentabilidad.





La política fiscal gubernamental que, en materia de impuestos indirectos como el de venta, puede provocar elevaciones del nivel de precios o en la fijación de precios de servicios, que obedecen en muchas ocasiones al déficit causado por ineficiencia e inmoralidad y no a la realidad económica. 





Las presiones laborales para elevar salarios, lo cual puede conducir a una espiral inflacionaria. También debe observarse el efecto de las tasas de desempleo, que obran en sentido contrario.





Las expectativas de aumentos de precios, que obran en forma psicológica e inducen a los empresarios a elevarlos por encima de lo normal. Es importante distinguir entre inflación anticipada y no anticipada, pues las expectativas son diferentes en una u otra y la actitud de los empresarios y del sector consumidor pueden ser determinantes del nivel de inflación. 





Es obvio que una inflación anticipada por el lado de la oferta se toman las medidas para tener la posibilidad de reponer los activos y conservar un margen adecuado de rentabilidad; por el lado de la demanda, en asegurar bienes a precios actuales o en mantener liquidez, según las circunstancias. 





Para otros, el problema no proviene de la demanda sino de la oferta global, según la estructura de costos, cuando, por ejemplo, se produce un aumento exagerado en algún insumo o factor de producción.





Influye en esta consideración también la estructura monopolística, pues permite elevar los precios sin el freno de la competencia. (Planeación Tributaria y Organización Empresarial. Quinta Edición)


� CP. Martha Teresa Briceño de Valencia y Ligia López Díaz. 


� También puede consultarse la sentencia del 14 de abril de 1994, expediente 4950, CP. Consuelo Sarria Olcos. 


� Folios 101, 102104, 105 y 106 del cuaderno 1 de antecedentes.


� Folio 515 carpeta 2 de antecedentes.





